
LIBROS Y REVISTAS

Marías, Juliánrla Estructura Social. Ma-

drid, Sociedad de Estudios y Publica-

ciones, 1955.

Cermani, Gino. Estructura Social de la

Argentina. Buenos Aires. Raigal, 1955.

He aquí dos obras con una misma

preocupación. la realidad social del mun-

do hispanoparlante, y muy distinto mé-

todo. Cada uno de sus autores se colo-

ca en una de las dos posturas que han
devenido en antagónicas en las polémi-
cas de estos últimos años sobre la. esen-

cia y la manera de ver la muy traída y

llevada ciencia sociológica. Para Marías

la sociedad y su estructura están inmer-

sas dentro de la historia y en ella deben
ser entendidas. Escribe: - “El único me-

dio de que los datos, las informaciones

y estadisticas, sirvan de algo es “irse a

vivir” imaginariamente en la sociedad

que se trata de estudiar, recibir así el

impacto de las vigencias. reconstruir el
mundo ajeno y pretérito con su tono vi-

tal; y mas aún: proyectarse imaginativa-
mente —novelescamente— en ese mun-

do, asumir una virtual vida que. hubiera
sido la de un habitante de él. ejercer
frente a esa circunstancia una presión
“verosímil”; con otras palabras trasmi-

grar hermenéuticamente a la situación

que se trata de entender” 1. Para el
otro autor que comentamos. esta cita, un

tanto polémica, esta en el polo opuesto
de sus concepciones. En Cermani el
mundo socio-cultural es una sola unidad,
pero vista desde un determinado ángulo
que trasluce en alguna escapada del to-

no ceñido de su estudio: “Insistimos so-

bre este problema para afirmar —dice

Cennani- la unidad metodológica de la

sociología y de las ciencias humanas en

contra de la opinión difundida dc mu-

chos sociólogos latinoamericanos de que

aquellas partes de estas disciplinas que
se dirigen a los objetos “no materia-
les" o “no manifiestos” (también llama-
dos “espirituales") _deben utilizar una

metodologia distinta de la del conocer

científico general. una metodologia cuya

característica es la de eliminar el requi-
sito de verificación como parte esencial
del conocimiento cientifico".2 Las pos-
turas asi planteadas no parecen conci-

liables. pero el propósito de esta nota no

es otro que el de demostrar la relación
de muchas posiciones sociológicas apa-
rentemente antagónicas y en verdad sólo

reflejo de polémicas generadas en reali-

dades sociales y culturales distintas. Ello

ha producido discusiones concéntricas y

la impresión de que nuestra ciencia es

un perro que tras mucho husmear tan

sólo muerde su propio rabo.

Deciamos arriba que ambas obras tie-

nen de común una realidad social deli-

mitada por un mismo idioma. El hacerse

seria reflexión de esta realidad es algo
positivo y común a ambos autores. (La
obra de Marias no es más, como el mis-

mo expresa. que una introducción al es-

tudio de la sociedad española del siglo
XIX). Pocos grupos idiomáticos están

mas necesitados de un autoconocimiento

sociológico que los de habla española.
Ideas. mitos y convicciones colectivas. la

afición a trascendentalizar lo temporal.
las nubes de retórica que acompañan
sus pasos históricos, la politización o rc-

misión a la política de problemas de to-

da índole. particularmente los sociológi-

cos, son importantes obstáculos que se

han opuesto a la acumulación de expe-

riencia social sin la cual es imposible
una medianamente segura andadura his-
tórica ni una política que no sea arbi-

trismo o corazonada.
Sera mejor ver ambas obras por sc-

parado.
El libro del pensador español es una

navegación por el mar de hallazgos so-

ciológicos de Ortega y ‘Gasset. Ello nada
recorta la figura creadora del fiel disci-
pulo que lo fué siempre desde su propia

personalidad. Se esté o no de acuerdo.

hay que reconocer que en el campo de
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la sociología el pensamiento de Ortega
es el aporte más original. acaso el úni-

co, en habla castellana. De sus fuentes.
hasta hoy dispersas han surgido obras

tan indispensables corno las “Lecciones

de Sociología" de Secaséns Siches o la

“Introducción a los temas centrales de

la Filosofía del Derecho" de Salvador

Lissarrague por sólo citar las más puras

pues sería imposible hacer el recuento

de la multitud de sugerencias orteguia-
nas confesas o inconfesas que se hallan

en cuanta literatura más o menos socio-

lógica corre por nuestro mundo 3.
Marías ahonda en esos descubrimien-

tos orteguianos con gran tinura intelec-

tual; así en el tema que ofreciera en

toda su extensión en “El método histó-

rico de las generaciones” o el concepto
de “vigencia” que es uno de los arcos

clave de la fábrica orteguiana y que

trasportado del campo jurídico cobra es«

pecial sentido en el social. (“Vigencia
—escrihe Marias- es, pues. lo que está

en vigor. lo que tiene vivacidad. vigor o

fuem; todo aquello que encuentro en

mi contorno social y con lo cual tengo
que contar. Si en mi mundo social exis-

te una realidad respecto a la cual los
individuos no tienen que tomar posición,
de la cual pueden desentenderse, con la

que en suma, no tienen que contar, no

es una vigencia'”. Este concepto es ana-

lizado en toda su amplitud y se perfila
con mayor rigor que el impreciso de los
llamados usos sociales. El capítulo dedi-
cado a “Creencias. Ideas y opiniones" es

particularmente esencial. Se trata de la
distinción fundamental de la filosofía de

Ortega entre la idea y la creencia que
tiene su inequívoca repercusión en la
vida social. La realidad social es cier-
to que aparece mucho más sostenida por
creencias que por ideas: unas con otras

no siempre andan de acuerdo. Pero de-

jemos el tema impoluto pues nos lleva-
ría mucho más allá de lo previsto en

extensión y hondura para este comenta-

rio fugaz.
La política es vista por Marías en su

verdadera dimensión, limitada, lo mismo

que la libertad. No se trata de una limí-
tación “a gusto" o programática, como

sectores lo tomaron erróneamente de 0r-
tega, sino una limitación que es bien a

pesar de e'l. : la acción políticals ni la
libertad no quedan eliminadas sino ex-

presadas libres de neblinas. Igual que en

“DelImperio Romano" de su maestro.
define el vivir occidental como vivir en
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libertad frente al vivir oriental que es

vivir en adaptación. Lo que separa un

vivir del otro no es la enunciación o mi-
tificación de una libertad deiíicada sino
la autenticidad o lo que es lo mismo “la

vida es posible como libertad cuando las

presiones aún siendo enérgicas no des-

truyen la figura que la unidad social

pretende tener. y por tanto hacen nor-

malmente posibles las trayectorias indivi-
duales deiinidas por las pretensiones vi-

gentes”3.
El libro termina con un análisis de las

relaciones humanas —amor. amistad, ma-

trimonio, familia- que es una maravi-
lla de sutileza y belleza literaria al es-

tilo de Ortega: cuando las ideas con to-

do su peso se van al fondo del lector.
suavemente, por su belleza. del mismo
modo que la contemplación embelesada

de un cuadro o la audición de una sin-

fonía llevan en deliciosa pendiente 'al

mundo de ideas y vivencias del autor.

La. obra de Marías debe ser circuns-

tanciada. No es propiamente una inves-

tigación sino una introducción. Integra-
ria más bien una epistemología de lo

social o unos fundamentos previos a la

Sociología misma. Con ello no pretende-
mos restarle importancia. Sin una pre-
via teoría de la ciencia se puede llegar
a ese hacinamiento de datos y estadisti-

cas de cierto sociologismo imperante en

los Estados Unidos donde el escritor es-

pañol es profesor. Pero su postura des-

pectiva aute el abuso no es radical sino

ascética y en modo alguno podría pen-

sarse en que rechaza la "verificación"
del dato. El dato. eso si, debe ser ex-

plicado. He aquí cómo de esa postura
inicial hosca se llega a término con con-

secuencias saludables.
Ü Ü O

Acá la situación es bien distinta de la

de los Estados Unidos. “Las investiga-
ciones empíricas sobre la realidad social

de nuestro pais ——escribe Cermani- no

son abundantes. En algunos sectores ca

recemos casi por completo de anteceden-
tes aprovechables. En otros casos éstos

son de difícil utilización o bien resul

tan inaccesibles" 7. Este concreto ¡irn-

bito nacional argentino es el que el pro-
fesor Germani toma como objeto de su

estudio. La obra está encuadrada den-

tro del campo de la 'más' estricta inves-

tigación social tal como se entiende en

las avanzadas actuales del saber socio-

lógico. Con característica modestia dice



su autor que su titulo debiera ser sim-

plemente: “Estudios sobre algunos as-

pectos.de la estructura social de la Ar-

gentina". La descripción cuantitativa de

la estructura social de la Argentina en

que consiste la obra, esta' dividida en

tres grandes partes: estructura demográ-
fica, estructura económico-social y otros

aspectos de la estructura social.

Esta división corresponde a las diver-

sas dimensiones que percibe el autor ¡en
los grupos sociales como consecuencia de
la diversa pertenencia de las personas
a varios de ellos que es el fenómeno

que Simmel llamara de “intersección de

los circulos sociales". Las dimensiones

contempladas cuyo número puede ser ele-

vadísimo en las sociedades bien diferen-

ciadas son biológicas, económicas y bio-

sociales. Pero Cermani recalca que todo

ello, que constituiría la Morfología o

Ecologia social de la Argentina, es en

realidad una unidad indivisible que él se

ha limitado a estudiar en sus aspectos
materiales, no culturales.

Este planteo ceñido de la obra, volun-

tariamente modesto, no empece que el

autor descubra de pasada su basa-

mento iilosóiico. Para él “evidentemente

se trata de dos perspectivas de obser-

vación y de una misma realidad. Esta

realidad es el mundo sociocultural, el

mundo de la historia y de la vida con-

creta, en la que tan sólo observamos
individuos reales, su conducta y las co-

sas materiales que de algún modo se ha-
llan presentes como objetos o condicio-

nes de su obrar” 3. Más allá polemiza
y señala que “es necesario subrayar que
los fenómenos sociales para ser conoci-

dos científicamente deben ser tratados
como independientes y exteriores al su-

jeto cognoscente; para el conocimiento

de los objetos “inmáteriales” por un la-

do o de los contenidos psíquicos por el

otro rige la exigencia normal para toda

proposición cientifica de la verificación

con validez intersubjetiva"°. Seria muy

dificil hacer coincidir el punto de vista

naturalista que ciruenta estas opiniones
con la filosofía de Marias, pero no sería

nada difícil aceptar en toda su extensión

el valioso aporte del estudio de Cermani

que ha tomado por objeto precisamen-
te “las formas materiales". aquellas pa-
ra las que el método que utiliza es uni-

versalmente válido.

'constata la gravedad del

La obra que comentamos, desde la eii-
caz dialéctica de los datos, nos muestra

mucho mejor que tanta divagación lite-
raria en circulación sobre el ser nacio-

nal, el esqueleto de la sociedad argenti-
na contemporánea. lo que la hace indis-

pensable para cuantos se interesen se-

riamente por la actual encrucijada ar-

gentina. En ella se contempla con dra-

mática nitidez su condicionamiento por
la realidad social. Asi por ejemplo el

"proceso de envejecimiento" que hace de

la Argentina un pais que como Estados

Unidos se acerca a. paso rápido a la

problemática de los países europeos

(¡hasta cuándo los profetas de profesión
van a seguir hablando de la juventud
de América!). También en la obra se

desequilibrio
producido por la orientación centrípeta
de toda la población del pais, así como

el proceso de transformación de la Ar-

gentina en una “sociedad de masas”. con

un‘ 62% de población urbana. Este he-

cho pasmoso que se sintetiza en la "uni-

dad ecológica" del Gran Buenos- Aires

es de capital significación para el enten-

dimiento del proceso histórico argentino.

Cermani ilustra este proceso y el po-

lítico general. que aparecen dotados de

sentido con la lectura de la obra que co-

mentamos y en especial los capítulos re-

ferentes a “Población extranjera", “Po-

blación urbana y rural" y “Diferencia-

ción de actitudes politicas en función de

la estructura ocupacional y de clases".

De abl se deducen los tres vértices de

la politica argentina de los últimos años:

el proceso de homogeneización nacional.

la industrialización y las migraciones

centripetas desde el interior a la Capital
Federal. Este punto alcanza a que “la

cantidad de inmigrantes del interior con

una antiguedad de radicación (en Bue-

nos Aires) mayor de diez u once años,

puede fijarse con todo fundamento pa-

ra 1943 alrededor de ochocientos mil,

proporción muy elevada si se piensa que

estos inmigrantes se concretan en una

clase social —la obrera- y en determi-

nado grupo de edad. las personas adul-

tas o por lo menos mayores de 14

años” 1°. Por ello afirma, con el peso

de la autoridad de su estudio, que “las

condiciones para los. cambios político-so-

ciales ya estaban dadas desde fines de

la década del treinta"11.
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Estos aspectos y otros muchos, en los

que no nos podemos extender, pero que

quedan para los ojos perspicaces del-

buen lector, se encuentran en esta obra

del profesor Cermani ejemplarmente ho-

nesta.

Juan Francisco Marsal

Gabriel Lepointe. Histoire du Droit Pu-

blic Francais. Ed. Presses Universitai-

res de France, 1957. 126 págs.

l) El A. comienza por distinguir entre
historia del derecho público e historia

del derecho privado. La primera es “la

historia de las instituciones del Estado

de un pais y de las relaciones entre go-

bernantes y gobernados”; la segunda
“estudia las relaciones de los hombres

entre si y en sus tratos de la vida coti-

diana".

2) Pero ambas historias tienen entre

si estrechas relaciones, que se hacen evi-
dentes si consideramos que la organim-
ción del Estado se estructuró, durante

largo tiempo, sobre el tipo de las rela-
ciones iamilit res y la propiedad priva-
da (relación del Rey con sus súbditos

y con el pais); para llegar, luego de

superar una serie de cambios, justamen-
te a lo opuesto, es decir, a que las re-

laciones privadas de los hombres estén

—o se tienda a que estén- moldeadas

bajo la influencia de las normas del de-
recho público (intervencionismo estatal
en general y sus consecuencias: regla-
mentarismo, contratos colectivos, etc.).

3) Por otra parte considera el A, que
la costumbre es una fuente juridica esen-

cial, la cual no sólo crea instituciones,
sino que también las transforma, las
adecúa a las diversas épocas; es decir,
que en la costumbre se unen el poder

1 Marías, Julián. 0p. cit., pág. 123.
2 Germani, Gino. 0p. cit., pág. 17.

creador con un dinamismo transforma-
or. -

De ahi que considere erróneo el afán
de prever legislativamente todos los he-

chos, todas las situaciones, “puesto que,
en definitiva, las leyes. para ser durade-
ras y de real vigencia, deben casi re-

ducirse a codificar las costumbres, ya

que ellas son “la verdadera expresión de

la voluntad de los pueblos".
4) El desarrollo central del libro co-

mentado es un ejemplo de esta valo-
ración de la costumbre. Analiza el A.
el origen de las instituciones públicas
francesas bajo los primitivos francos, en-

contrando la base de ellas en institucio-
nes formadas por adición de elementos

galos, romanos y cristianos, las cuales
alcanzaron estabilidad con merovingios

.y carolingios.
En la segunda parte estudia la orga-
nización de la Francia

,_ medieval, anali-
zando los que considerí los cuatro ele«

mentos fundamentales constitutivos de la

autoridad pública en el período históri-
co que va desde Hugo Capeto hasta
Francisco I, los cuales son: Señoría, Ciu-

dad, Iglesia y Realeza.

Finalmente describe lo que llama la

“monarquía administrativa", etapa en la

que ya se estructuran con características

definitivas instituciones que, si bien pue-
den haber cambiado de fisonomía a tra-

vés del tiempo, se conservan en toda su

autenticidad hasta hoy.
5) El carácter de este trabajo, en el

cual se analizan problemas y hechos a

la vez históricos, politicos, jurídicos y

sociales, hace que su A. —pro‘fesor en

la Facultad de Derecho de París- pue-
da desarrollar una notable cantidad de

conocimientos, trabajados con un envi-
diable poder de sintesis e interpretados
de forma que, personalmente, considera-

3 Perriaux, Jaime. “Nota sobre la sociología de Ortega". SUR, N9 241.
4 0p. cit. pág. 82.
5 Más ampliamente: “Mirabeau o el politico".
e 0p. cit. pág. 216.
7 Germani, Gino. 0p.
3 Cermani, Gino. 0p. cit., pág. 10.
9 Cermani, Gino, 0p. cit., pág. 17.
1° Cermani, Gino. Op. cit. pa'g. 77.
11 Ger-mani, Gino. 0p. cit., pa'g. 78.
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mos muy acertada. Quizá las páginas
más logradas sean las que dedica al es-

tudio__de la institución Rey (pág. 89 y

sigs.) gracias a las cuales hemos com-

prendido claramente cómo se estructura

su teoría, cómo se enraíza en la Nación,
en una palabra, hemos comprendido el

porqué de la monarquía en determinado
momento histórico.

F. V. B.

Gerald 0. y Lillian G. Dikstra. The Bu-
siness Law of Real Estate. Ed. Macmi-

llan, Nueva York, 1956. 852 págs.

Esta obra, a pesar de la riqueza de

su contenido y de su considerable den-

sidad, sólo pretende servir como manual

para estudiantes y como guía práctica
para administradores de bienes raíces.

Se ha excluido todo lo relativo a bienes

muebles (“personalty”); en cambio. se

dedica un capitulo a la locación de in-

muebles y otro a la reglamentación lc-

gal de la administración y compraventa
de inmuebles. No se trata, pues, de un

manual de derechos reales, sino, como lo
indica el título, de una exposición de
las normas de derecho comercial aplica-
bles a los bienes raices, y de las con-

clusiones de la jurisprudencia, a lo que
se agregan abundantes y valiosas indica-
ciones prácticas sobre la forma de rc‘

dactar contratos, de efectuar trámites.

etc. Sobre todo, el lector adquiere una

idea clara del sentido y del mecanismo
de cada institución, de su función real
en la vida económicojurídica. No se c!-

ponen los problemas y las normas sólo

desde el punto de vista de su aplicación
en el litigio, sino principalmente con re-

lación al negocio jurídico mismo, a su

concertación y su ejecución.
En otras palabras, esta obra no es un

tratado de ciencia pura del derecho, sino
un instrumento de trabajo. Con esto no

queremos disminuir el valor científico

de la obra. Por el contrario, los auto-

res demuestran poseer una sólida cultu-
ra juridica; sólo'que. en lugar dc exhi-
birla como tal, en lugar de tratarla co-

mo un fin en si, la aplican a la solu-
ci6n de los problemas concretos.

El libro contiene. además de un bre-
ve capítulo introductorio (sobre la na-

turaleza y clasificación de los bienes) Y

de otro capítulo sobre agentes de admi-
nistración y comisionistas de inmuebles.
las siguientes secciones: a) bienes in-

muebles Y derechos sobre los mismos

(frutos, mejoras, aumentos, dominio, usu-

fructo. posesión, tenencia, condominio);
b) adquisición y transmisión de derechos
sobre inmuebles (compraventa al conta-

do y a plazos; escrituras, locación, hipo-
teca, usucapión y servidumbre); c) res-

tricciones públicas y privadas al domi-
nio (ordenanzas sobre subdivisión; res-

tricciones convencionales; ruidos moles-

tos: dominio eminente); d) derechos y

deberes de los propietarios y ocupantes
de inmuebles (medianería, usurpación,
turbaciones de la posesión).

La precedente enumeración permite
apreciar el criterio empírico que ha

orientado a los autores; criterio que

puede resultar desconcertante para la

mentalidad jurídica de la escuela con-

tinental, habituada a la clasificación y

a un orden lógico que a veces sacrifica

las exigencias de la realidad en aras de

la simetría.

Siguiendo la arraigada tradición anglo-
sajona, todos los temas están abundante-

mente ilustrados por transcripciones tex-

tuales de fallos judiciales, cn los que se

consagran soluciones que en muchos ca-

sos sobrepasan las concepciones más

avanzadas de los juristas continentales.

Asimismo se advierte el propósito de

simplificar y uniformar la maraña de

normas consuetudinarias y estatutarias de

cuarenta y ocho estados, entre las que

tiene que orientarse el intérprete federal.

Sería muy instructivo hacer un cstu-

dio comparativo entre el libro que co-

mentamos y cualquier texto de los que

habitualmente utilizan nuestros estudian-

tes de abogacía. El libro norteamericano

prescinde por completo de lo que nues-
tros autores llaman “evolución histón-

ca", “naturaleza jurídica", “antecedentes

legislativos", etc. En cambio, ofrece co-

pioso material jurisprudencial. ejemplos

prácticos del funcionamiento de cada
institución, textos de contratos y esen-

turas. Sobre todo. explica claramente
para qué sirve cada institucrón, que fun-

ción tiene en la vida real.
' ' .

No creemos que la educación Jurldl-
ca norteamericana ses perfecta: falta a

menudo en el abogado estadounidense la

ordenación panorámica de las distintas

ramas del derecho, y muy pocas vcccs

toma contacto con los problemas funda-

mentales de la ciencia y la filosofía del

derecho. En cambio. -su formación prác-

tica y su especialización son muy supe-
riores a las que normalmente reciben
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nuestros estudiantes de derecho, aparte

de que la formación teórica que éstos

adquieren no suele ser otra cosa que un

barniz superficial. Es necesario compren-

der que la misión y el sentido de la

abogacía han sufrido un cambio radical.

Sin embargo, en nuestras facultades se

sigue aplicando los mismos métodos,

programas y planes de hace varias déca-

d as.

E. Vera Villalobos

Azn'ria Enrique. Usufructo de acciones

de Sociedades Anónimas. Buenos Ai-

res, 1956, T. E. A., 123 págs.

A manera de introducción al tema cen-

tral de su libro trata primeramente el

A. los principios jurídicos generales so-

bre la acción y los derechos y obliga-
ciones del socio. La acción se encontra-

ría así dentro del grupo de los docu-

mentos con función dispositiva porque
es indispensable para el ejercicio de los

derechos sociales. e incluida, a su vez.

en la especie “titulos de crédito". La

acción configura la célula societaria que

otorga la cualidad de socio o accionista

a su titular, es decir, el “status socii”,

compleja situación juridica que la rela-

ción social crea entre la sociedad y la

persona que forma parte de ella y se

incorpora al titulo acción. Esa incor-

poración se traduce en derechos, pode-
res y obligaciones, distinguiéndose los

primeros en derechos de orden cuasi-

político o administrativo, como lo son los

relacionados con la participación en el

gobierno de la sociedad, y en derechos

de orden patrimonial o económico, como

el derecho al dividendo, a la suscripción
preferente de nuevas acciones, a la cuo-

ta de liquidación, etc. Esos derechos

pueden sufrir profundas alteraciones co-

mo- resultado del usufructo de las accio-

nes, pues enfrenta en su ejercicio al
nudo propietario y al usufructuario de

los títulos.

Ya frente a au objeto primordial se-

ñala el A. los caracteres jurídicos del
usufructo en materia civil, deteniéndose
en la extensión del usufructo en lo que
a frutos y productos se refiere conforme
a la definición que de ellos nos da el
codificador en la nota al art. 2329 del
C. Civil, recordando que el usufructua-
rio tiene derecho a la percepción de los
frutos y no a los productos en virtud
del principio “salva rerum subetantia"..
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es decir que el derecho y uso de la co-

sa ajena tiene como limite la posibili-
dad de alteración de su substrato. Los
caracteres y límites de esa substancia
han sido motivo de discrepancias doctri-

narias, "dando lugar a orientaciones diver
sas que el autor relata brevemente, aun-

que ain expresar su pensamiento sobre el

particular, posición que posterga para el
momento de tratar el usufructo de accio-
nes en especial.

l

Puesto a ello, se refiere primeramente
a la naturaleza jurídica del usufructo
de acciones. destacando que el usufructo
de titulos y valores implica y exige la

incorporación del derecho al respectivo
titulo de crédito, elemento condicionan-

te de su circulación juridica, siendo a

su va la posesión del documento ele-

mento indispensable para el ejercicio del
derecho.

Respecto de la idea fundamental de

substancia en la materia de su obra,
manifiesta el A., recordando que “la ac-

ción es un título de crédito con carac-

teres específicos, cuya nota juridica de-

finitoria y diferencial la constituye el
status socii", derecho complejo de par-

ticipación social que se encuentra incor-

porada al titulo”; que en ese estado de

socio consiste precisamente el substra-
to o substancia del título acción. En

cuanto a la naturaleza de su contenido

substancia], ella sería en parte de na-

traleza cuasipolitica, y en parte econó-

mica o patrimonial. Por la primera se

revela y materializa la concurrencia del

titular a la formación de la voluntad

social que rige los destinos de la socie-

dad conforme a sus estatutos y a la ley;
y por la segunda adquiere una partici-
pación proporcional en el haber social

neto. cuota que divide en tres subcuo-

tas o participaciones diferenciadas; a)
subcuota contra valor de capital; b)

subcuota contra valor de reservas; y c)

subcuota contra valor de beneficios pen-
dientes de aplicación.

De manera que la substancia de la

acción en su doble contenido cuasipoli-
tico y económico, configura el “status

socii” incorporado al-título de crédito, y

que en el caso de división de dominio, el

nudo propietario" conserva la calidad ju-
ridica de accionista, mientras que el

usufructuario no tiene más que dere-

cbo temporal y básico del disfrute de la

acción. A falta de disposiciones especia-
les, el usufructo de acciones debe regir-
se en nuestro derecho por el Código Ci-



vil; pero su aplicación a los títulos de

crédito, especialmente a las acciones de

sociedades anónimas, exige una cuida-

dosa revisión del grado de aplicabilidad
de sus preceptos, a cuyo fin el A. suminis-

tra la siguiente regla interpretativa: en

caso de conflicto entra la norma del usu-

fructo civil y el derecho societario in-

corporado al título acción, deberá privar
el estatuto regulador del “status socii”.

Respecto de la división de derechos

que corresponde al nudo prOpietario de

las acciones y al usufuctuario de las

mismas. luego de analizar las distintas

posiciones doctrinarias sobre el particu-
lar. el A. concluye por sostener en su

criterio que el derecho de asistencia y

voto es exclusivo del primero. lo mismo

que el derecho de información. ya que

el usufructuario carece del titulo de man-

dante que conserva al nudo propietario.
Tampoco es derecho del usufructuario

impugnar los acuerdos sociales desde

que no es accionista. En resumen, el

nudo propietario conserva para si todos

los derechos de orden cuasipolítico o ad-

ministrativo.

En cuanto a los derechos de orden

patrimonial o económico el usuimctua-
rio tiene derecho a los dividendos que
revisten carácter de frutos civiles, pero

respetando el pacto social entre la com-

pañia y el nudo propietario; pero care-

ce de derecho a la distribución de re-

servas por no revistar éstas carácter de

frutos civiles. En este caso se estaría,
al decir del A.. frente a una desinte-

gración de substancia que el usufructua-
rio debe respetar en virtud del princi-
pio rector del ‘salva rerum substantia".
Por esta misma razón y siendo el nudo

propietario el titular del “status socii”. es

éste solamente quien puede transmitir la

cualidad de socio.

Hemos dejado asi sintetizado breve-
mente el contenido dela obra del doctor

Aztiria. que revela un plausible y serio
esfuerzo en el tratamiento de un aspec-
to del Derecho Comercial poco frecuen-
tado por- la doctrina. Se podrá quizás
disentir con el A.. respecto de algunos
de sus interpretaciones; pero lo efecti-
vamente cierto es que pone de relieve
a lo largo de su obra, no sólo un pro-
fundo conocimiento de la materia. sino

que otorga a aquélla una sistematización

Iigil y clara, y 'un contenido jurídico.
exhaustivo.

Juan Carlos Trujillo

Marcel Prelot; “L’évolution constitution-
nelle de la IVe Republique (1946-
1956)". (Anuales de la Faculte' de
Droit d’Istambul, Año VI, No 7, di-
ciembre de 1956).

La constituciónque fuera puesta en

vigencia en la Navidad de 1946 surgió
de la votación de sólo un tercio del

pueblo francés. La estructura juridica
que sanciona es el resultado de una po-
sición ecléctica frente al gobierno par-
lamentario propuesto por la segunda
Constituyente, y los principios de un ti-

pico gobierno de Asamblea. sobre los

cuales la primera Constituyente habia
fundamentado sus debates.

Esta posición intermedia sólo podía sel

mantenida, aunque superficialmente, me-

diante el juego de la proporcionalidad:
asi, al restringir el alcance del referén-

dum del 5 de mayo, se hizo necesaria

la participación en los debates de la

Constituyente de los representantes de

las provincias de ultramar -—-cuyos elec-

tores no habian intervenido en el reie-

réndum citado- lo que durante largo
tiempo impidió superar la etapa de los

“retoques”.
El tripartismo político de socialistas.

comunistas y republicanos implicaba,
además, el mantenimiento de un gobier-
no de Asamblea.

Roto este tripartismo en mayo de 1947.

una nueva orientación. encabezada por

el General de Gaulle, tiende a estable-

cer, con caracteres definidos, un parla-
mentarismo dualista.

El proceso de renovación institucional

que implica toda nueva constitución su-

fre desde entonces una evolución paula-
tina y constante hacia el restablecimien-

to de las formas parlamentarias clási-

cas. Esta evolución. que sc extiende a lo

largo 'de siete años. se consuma con la

revisión constitucional del 7 de diciem-

bre. de 1954.

De ahi que el autor compare este pro-

ceso con el sufrido por la Illil Repúbli-

ca'. Sin embargo. mientras en aquél un

gobierno de Asamblea es transformado

en otro de tipo parlamentario. en éste se

pasa de un parlamentarismo dualista a

una neta preponderancia de la Asam-

blea.

¿Cuáles son entonces las vias de de-

recho sobre las que se opera esta trans-

formación de fondo? El autor señala

tres:

1) La interpretación juridica de los
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reglamentos, basada en la costumbre co-

mo fuente de acercamiento a lo prácti-
co;

2) Las modificaciones legislativas:
3) La revisión directa.

Es importante hacer notar el resurgi-
miento de los principios institucionales

característicos de la llla República, Por

supuesto que estos principios sufren im-

portantes modificaciones, pero tanto el

fundamento como el concepto de la evo-

lución juridica son similares: la Cons-

titución de 1946 es, fundamentalmente,
un trabajo de racionalización de las

costumbres no incluidas dentro de la

Constitución de 1875.

A partir de 1947, se modifican nume-

rosas leyes, relativas principalmente a la

organización de los poderes públicos.
Señala sin embargo el autor, que es de

la aplicación del artículo 90, que fija el

procedimiento a seguir en los casos de

revisión constitucional, de donde surgen

las modificaciones más importantes.
El 30 de noviembre de 1950, la Asam-

blea Nacional aprueba un proyecto de

revisión propuesto por Paul Coste-Floret
M. R. P.) que comprendía, entre otros,

los siguientes puntos:

1) Enumeración de las condiciones

necesarias para la declaración del estado

de sitio;

2) Retorno al régimen de sesiones;

3) Atribución al Consejo de la Repú-
blica del derecho de examinar en primera
lectura los proyectos de ley;

4) Reconocimiento al Consejo de la Re-

pública de una participación más eficaz
en la elaboración de las leyes;

5) Modificación de las reglas de in-

vestidura;
6) Limitación de la inmunidad parla-

mentaria a la duración de las sesiones;
7) Enumeración de las condiciones rc-

queridas para los votos de confianza o

de censura;

8) Supresión del procedimiento parti-
cular de constituir un gobierno interino
en los casos de disolución.

Aprobado en la Asamblea por amplia
mayoría, el Consejo de la República
no sólo apoya el proyecto por 295 votos

contra 17, sino que “considera por de-
más insuficiente la reforma propuesta”,
en una declaración que prueba de ma-

nera indiscutible la tendencia, ya perfec-
tamente delimitada, hacia las formas
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constitucionales señaladas por el autor.

promueven entonces innumerables
debates, se” suceden proyectos y contra-

proyectos destinados a zanjar en lo po-
sible las diferencias partidarias, que se

agudizan notablemente ante la proble-
mática situación interna y la no menos

dificil situación internacional.

Se plantean primariamentc cuatro cues-

tiones de fondo a resolver:

l) Las relaciones entre la Asamblea

y el Consejo;
2) Las modalidades
discusión de las leyes;

3) El mantenimiento o no del sistema
de mayorías absolutas;

4) Las limitaciones al principio bica-
marista.

del sistema de

El autor analiza exhaustivamente las
alternativas de los debates, así como los
hechos políticos que van paulatinamen-
te retardando la resolución de los pro-
blemas ya citados.

La aprobación del proyecto de revi-

sión, el 7 de diciembre de 1954, implica
la consolidación definitiva de un esque-

ma jurídico tal, que puede considerarse
como punto de partida de una nueva

fase en la continua evolución de las for-

mas politicas: el complejo mecanismo

institucional estructurado por la Consti-

tución de 1946 ha sufrido una serie de

transformaciones que alteran esencial-
mente su carácter y sus notas distinti-

vas.

Y estas transformaciones se manifies-

tan principalmente en lo que respecta a:

l) La influencia del jefe del Estado;

2) La formación y estructuración del

gobierno y sus poderes;
3) El equilibrio y funcionan'iento de

las cámaras.

Se amplían considerablemente las atri-

buciones del presidentef tiene, desde

ahora, personalidad propia e influencia

sobre la politica; pero señala el autor a

que esto de ninguna manera implica po-
lítica personal, ya que su negación es

una de las notas características del ré-

gimen parlamentario. .

Ef: cuanto al segundo punto, la Cons-

titución de 1946 exigía que el presiden-
te del Consejo designado por el jefe de

Estado fuera. al mismo tiempo, el elegi-
do con mayoría absoluta por la Asam-

blea. La revisión de 1954 establece, por



el contrario, la designación primaria del

presidente del Consejo, quien forma ga-

binete y expone su programa ante la

Asamblea. Ni e'l ni sus ministros son

nombrados hasta que no bayan obtenido
el voto de confianza.

Se restringe. además. el alcance de las

prohibiciones sobre la legislación por
decretos.

La Constitución de 1946, reaccionan-

do frente al papel preponderante que

ejerció el Senado en la IIIil República,
habia restringido fundamentalmente los

poderes de la segunda Cámara. nega'n-
dole su carácter representativo, dándole

el nombre de Consejo. y probibiéndole
accionar contra el gobierno bajo ningún
aspecto.

El autor estudia en detalle el aumen-

to progresivo de atribuciones conferidas
al Consejo desde 194-6; el retorno al

régimen de sesiones, y la prohibición
terminante de constituir un ministerio
ad hoc en caso de disolución de la

Asamblea. que sanciona la revisión del
año 1954. Queda así definitivamente

configurado el gobierno sobre principios
netamente bicamaristas. o como dijera
el redactor del proyecto de revisión,
Paul Coste-Floret: “El gobierno de Fran-
cia se regirá por un bicamarismo in-

completo”.
Pero ligadas como están las formas

institucionales al devenir político del

país, ¿cuál es el futuro de esta nueva

estructura juridica, y qué perspectivas
bay acerca de la efectiva consolidación

del régimen que la revisión de 1954 san-

ciona?

Tres son las hipótesis posibles —ya
que una cuarta, la del retorno a. un go-
bierno de Asamblea por un camino de
evolución inverso al ya descrito- care-

ce de fundamento objetivo. La constitu-

Éión
de 1946 con su reforma puede con-

ucir:

l) A la estabilización;
2) A la revisión total:
3) Al cambio. de régimen político.

Fija con precisión el autor los carac-

teres de la crisis político-histórica por la

que pasa el régimen institucional fran-

ce's. y estudia desde diferentes ángulos
las diferentes posibilidades de solución.
Considera que la revisión total. que im-

plicaría el establecimiento de un gobier-
no de lineas parlamentarias absolutas.
sería el camino preferible, pero la exce-

siva minuciosidad del artículo 90 sobre
revisión constitucional es una poderosa
valla a todo intento de modificación.

La posibilidad de un cambio en la

estructuración politica, fundamentándose
en un régimen de tipo presidencial co-

mo medio para solucionar las continuas

crisis de un gobierno débil y precario.
choca también con el artículo 90 y la

oposición más o menos sistemática de

los partidos políticos.
Cabe entonces como la única lógica
—si bien tal característica se da pocas

veces en el proceso político- la de una

estabilización progresiva y gradual, que

conduzca a la efectiva materialización

de aquellos ideales que son causa y fin

primarios de todo gobierno representati-
vo.

I. T. Rubens Roio

Antonio Quintana Ripollés. llicitud Ci-

vil y Penal. El Problema en su Tipi-
ficación. (Revista Jurídica de Catalu-

ña,, N9 3). .

Alude el autor al problema que suele

presentarse al encargado de aplicar la

ley, con la existencia en el ordenamien-

to positivo, de verdaderos o aparentes
concursos de normas en el orden penal
y civil, calificando un mismo acto.

No se propone, en este trabajo. disi-

par la imprecisión de los básicos con-

ceptos de ilicitud civil y penal. dado

que la ubicación en uno u otro orden, la

decide el titular del ius puniendi por

razones de politica legislativa, sino que

esa decisión resulte clara. tarea ésta que

sale del campo de la política legislativa
para entrar en el de la te'cnica juri_di-
ca. Es, dice citando al civilista espanol
Alfonso de Cossío. la tipicidad lo que

distingue el delito civil del penal, lo
que supone una definición penal prevna

determinada por razones políticas.Agre-

ga. que este solo elemento, extnnsecony
normativo, diferenciando una y otra lll-

citud, afirma su identidad sustancial.

El problema se desplaza entonces. co-

mo se dijo antes. al solo campo de la

técnica, es decir de la aplicación de una

u otra norma al caso concreto.
.

La tipicidad no es un elemento priva-
tivo del Derecho Penal sino propio de
todo el Derecho. mas alcanza en aquel
una importancia decisiva dado que es la

realidad del dogma nullum crimen sine

lege.
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Importancia que no evidencia en el De-

recho Civil, carente en general de tipos
cerrados, sobre todo en materia contrac-

tual, donde los propios instumentos obli-

gacionales fijan los tipos y donde se no-

ta una tendencia histórica hacia la des-

tipificación alejándose cada vez más del

sistema del Derecho Romano clásico,

donde las acciones ofrecían un cuadro

tan herméticamente cerrado como el del

legalismo penal moderno.

La cuestión no está resuelta en el de-

recho positivo español, en el que hay
una sola non'na, el articulo 68 del Có-

digo Penal, para el caso de concurso de

leyes, pero esto dentro del mismo Có-

digo.
Dice el art.: “Los hechos susceptibles

de ser calificados con arreglo a dos o

más preceptos de este Código, lo serán

por aquel que aplique mayor sanción de

delito o falta cometidos”.

Pero no obstante esto, y sin intención

de hacer decir a la ley lo que ella no

dice, cree posible encontrar en la doc-

trina de este artículo una base interpre-
tativa, en el sentido de dar una jerar
quia o preponderancia mayor a lo crimi-

nal en el ordenamiento legal general.
Y asi propone para el caso de doble

concurrencia entre una tipificación civil

y otra penal, dar preferencia a esta últi-

ma.

Muchas veces, sobre todo en materia

de“ defraudaciones y daños, la califica-
ción del acto queda librada al capricho
del denunciante o litigante. Es muy co-

mún, dice, calificar como estafa el im-

pago del doble precio de trayectos en

Ferrocarril, por parte del viajero sin —bi-

llete. Este doble precio lo establece el

Reglamento de Policia de Ferrocarriles

y si se paga en el momento no hay es-

tafa, tomando el carácter de una espe-
cie .de sanción civil o administrativa,
mas si se difiere, su naturaleza “se tras-

muta mágicannmte en delito de estafa”.

Esboza dos sistemas como solución:

uno seria el de figuras de descripción
penal integra y otro, remitirse mediante

tipicidades en blanco, a la ilicitud ci-

vil, en el sentido de penalizar ésta cuan-

do mediare dolo.

R. A. Galimberti

Mario L. Deoeali. Derecho del trabajo,
previsión social y derecho social. (Re-
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vista Derecho del Trabajo, Buenos Ai-

res, Año XVII, N9 8, agosto de 1957).

Analiza el autor en este artículo las
notas distintivas del proceso de evolu-
ción sufrido por el derecho del trabajo.
Proceso, si, en cuanto esta rama del de-

recho, precisamente por ser resultado

espontáneo del fenómeno social, tiende a

una continua readaptación de sus nor-

mas como única posibilidad de afrontar
eficazmente la continua transformación

del problema social.
_

De ahi el titulo de este articulo: el
autor se propone estudiar brevemente
los tres momentos históricos del derecho
del trabajo, determinados, cada uno de

ellos, por complejos factores que se dan,
con mayor o menor claridad, en todo

proceso de formación de derecho.

Tres fases: la jurídica, la económica

y la social, configuran el esquema orgá-
nico de las tres etapas correspondientes
que jalonan la evolución‘ del derecho la-

horal.

La fase juridica surge como reacción

previsible frente a los principios del
“Estado liberal abstencionista y del con-

trato intangible". Se fijan entonces las
teorías que han de constituir, mediante

sucesivas transformaciones, el punto de

partida obligado para todo intento de so-

lución a la llamada cuestión social.
Entre ellas, las que establecen el ries-

go profesional y el riesgo de autoridad;
para solucionar el problema del despido
injusto, se recurre a la teoria del abuso
del derecho; y el concepto de subordi-
nación juridica es invocado para justifi-
car la inderogabilidad de las primeras
normas sobre contrato de trabajo.

Por último, las leyes que imponen la

obligatoriedad del descanso semanal y

anual fueron dictadas para cubrir las

exigencias de la higiene, cuyo cuidado

corresponde al poder de policia. De aquí

surge una de las caracteristicas del de-

recho del trabajo: la supervivencia, el

mantenimiento de las antiguas institucio-

nes, pero ampliadas de tal manera su

función y alcance, que abarquen en su

totalidad las nuevas [relaciones jurídicas
creadas.

Pero la aparición del proletariado co-

mo nuevo sujeto primario en las relacio-

nes sociales implica la absoluta insufi-
ciencia de las soluciones obtenidas, y no

tanto de éstas, como de los medios pues-

tos al alcance del legislador por un de-

recho netamente individualista.



.La segunda fase, económica, demuestra
un intento de superación de la etapa
anterior: a los problemas de índole ju-
ridica" se sustituyen otros. que quieren
determinar a priori la gravitación de los
salarios sobre los costos de producción.
Se trata entonces de conjugar, en fór-

mulas económicas, que permitan solucio-
nes simples y eficaces. la inmensa ga-
ma de problemas sociales contemporá-
neos.

La etapa social proviene directamente
del afianzamiento de estos principios
económicos. que son resumidas y comple-
tados en una. fórmula ambivalente. Se
establece la estrecha vinculación existen-

te entre el salario nominal y el salario

real; entre el nivel de los salarios y el
nivel de los precios. De acuerdo con la
nueva politica social, se dicta una se-

rie de medidas tendientes a aumentar

la productividad, ya que este es consi-
derado como el mejor camino cia un

progresivo aumento del nivel de vida.
Considera el autor las fallas y defi-

ciencias de las viejas normas legales
aún en vigencia. y destaca las mejoras
que, a su juicio. se imponen para con-

trarrestar las evidentes injusticias que

surgen de la aplicación de la ley de ac-

cidentes.
Analiza brevemente el autor las modi-

ficaciones. que resultan de la vigencia
del derecho social, en los conceptos bá-

sicos que estructuran el fenómeno labo-
ral. Entre ellas, cabe señalar:

1) El concepto de riesgo ha sido sus-

tituido por el concepto de necesidad: a

legislador le interesa desde ahora, no

tanto la causa del accidente, como sus

efectos.

2) El concepto de subordinación ju-
ridica pierde progresivamente su carác-

ter de limite iniranqueable para la apli-
cación del derecho social.

3) Los regímenes de previsión ate-

núan su carácter eonmutativo acentuan-

do su alcance distributivo: en nuestro

pais, la escala de beneficios disminuye
progresivamente con el mayor nivel de
las remuneraciones sobre las cuales se

ha aportado.

4) El derecho sindical, y su institu-
ción tipica, la convención colectiva. tien-
de a amparar relaciones extrañas al mar-

co del derecho del trabajo.

La afirmación de estos principiostrajo
como resultado una intima fusión de las

instituciones del derecho del trabajo y
de la previsión social: hay una paulati-
na absorción, que se realiza paralela-
mente en ambos campos, de formas y es-

quemas juridicos propios: gracias a la
cual las soluciones parciales. que car-ac.

terizan a los primeros estadios de la

producción de derecho, son transforma-
das y adecuadas al verdadero sentido y
a las auténticas exigencias del proble-
ma social.

Explica el autor cómo el derecho del

trabajo, que se manifiesta con caracte-

res propios bajo el auge institucional de
los principios liberales del siglo pasado,
vió limitada y restringida su influencia

efectiva en la estructuración social. Con

la intervención más o menos creciente

del Estado en el control y manejo de

las relaciones laborales. se superan defi-

nitivamente estos problemas. y un nue-

vo derecho social, basado en factores

económico-sOciales, surge en el panora.

ma contemporáneo. Dos son sus objeti-
vos: tipificar, estructurar en un amplio
marco jurídico las diversas corrientes

que. hoy, sacudeu a nuestra sociedad; y

fundamentar esa estructuración en un

concepto de justicia y de “solidaridad

necesaria” entre los hombres.

J. T. Rubens Roio

Leonardo Prieto Castro y Fernandiz.
Acumulación de Acciones. (Revista de

Derecho Procesal, segunda época. Ma-

drid 1956, núm. l, pa'g. 3).

El ejercicio simultáneo de una plura-
lidad de acciones en un mismo proceso

plantea problemas que requieren adecua-

da regulación. La parquedad de la nor-

mación positiva reclama elaboración doc-

trinal; ella tiene por objeto elucidar las

variadas hipótesis posibles, meritar ¡su
legitimidad y proporcionar los critenos

de gobierno procesal idóneos para. resol-

ver las cuestiones que puede suscrtar la

acumulación de acciones.

Prieto Castro critica la técnica de la

ley de enjuiciamiento en cuanto a la

ubicación del instituto. cercana a .las
disposiciones sobre competencia temto-

rial, y estudia. en sintesis medulosa. sus

diversas posibilidades. Considera que en

la materia de las acciones acumuladas
existe diversidad de procesos. provenien-

tes de los varios titulos y objetos que la
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componen. Enumera los requisitos de la

acumulación y estudia las que considera

sus cuatro clases: a) simple o acumula-

tiva: b) alternativa o ecléctica: c)

eventual y d) sucesiva. Examina diver-

sos problemas relativos a la admisibili-

dad de la acumulación y a sus presu-
puestos procesales y propone los princi-

pios para su solución.

Fernando M. Morduchowicz

José María Villar y Romero. Proble-

mática del ordenamiento procesal y or-

gánico español (Revista de Derecho

Procesal, segunda época, Madrid, año

1956, núm. l. pág. 29).

El anhelo de perfeccionamiento del de-

recho como instrumento excelso para el

gobierno de las relaciones humanas, pro-

pio de toda comunidad civiliuda, deci-

de el constante esfuerzo para mejorar la

organización tribunalicia y la legislación
procesal, cuyo desarrollo debe ser sin-

crónico con la variación de la realidad

económica, política y social que forma

el ámbito obligado de las disonancias

que requieren la actuación de la rey.

Villar y Romero pone de resalto muchos

de los problemas existentes en ambas

materias; en particular. condena Ia pro-
liferación de jurisdicciones especiales y

la inadecuada distribución geográfica do

los tribunales españoles. Se pronuncia en

favor de la reforma de la legislación
orgánica y de la normación procesal y

relaciona numerosas opiniones que cita

en apoyo de su demanda. Considera que

las modificaciones deben ser totales y

propone algunos de los criterios para
realizarlas en materia civil y penal.

Fernando M. Morduchowicz

Jm'me Cuasp. El sistema de una ley pro-
cesal civil hispano-americana. (Revista
de Derecho Penal, segunda época, Ma-

drid. 1956, número l, pág. 69).

El conocido catedrático de Madrid
afirma la existencia de una comunidad
de derecho procesal civil constituida por
todos los paises que heredaron el viejo
derecho hispánica. Sobre esa base. pro-

pone las líneas generales del sistema de
una ley procesal civil hispanoamericana
en este informe que fué presentado al

14,9

primer congreso iberoamericano y filipi-
no de derecho procesal. El trabajo pre-

tende esclarecer la sustancia medulosa y

las líneas generales del pensamiento pro-
cesal civil hispanoamericana en cuanto

ese pensamiento tiene relevancia para
una obra legislativa.

Conocimiento cientifico y sapiencia
vulgar se disputan boy en muchos 6rde
nes de las relaciones cívicas la primacía
de su gobierno; en el más restringido
campo de la legislación positiva, ambas

posiciones significan rigor sistemático o

casuistica exagerada. Cuasp se inclina

por la primera y acepta asi la influencia
de poderosas corrientes de la opinión
científica, como la germana, que apon-
tocan formidables realizaciones del pen-
samiento jurídico contemporáneo.

Considera evidente la tesis de que un

conocimiento científico es, ante todo y

por encima de todo, un conocimiento sis-

temático. y que la verdadera diferencia

que existe entre una ïnera proposición
vulgar y una construcción de mayor al-

cance en el ámbito de la ciencia. es pre-
cisamente la inconexión con que la pri-
mera se ofrece y la coordinación que

presenta segunda en la exposición de
sus temas, dentro de una preocupación
rigurosa de unidad sistemática; por ello

pretende lograr una exposición lógica-
mente unitaria del conjunto de normas

que han de formar la ley procesal his.

panoamericana, conforme con las conclu-

siones actuales de la especulación cientí-
fica.

Propone. en consecuencia, que el sis-

tema de la ley se constituya con cinco

partes fundamentales: introducción, par-
te general, procesos de cognición, proce-

sos de ejecución, y procesos especiales
y acepta. con alguna hesitación un apén-
dice dedicado a la jurisdicción volun-

taria.

Considera que en la introducción 'se

deben resolver los problemas pre-proce-

sales. es decir. las relaciones de los pro-

blemas del proceso civil con la totalidad

del Ordenamiento jurídico. En ese senti-

do. deben tener cabida las normas sobre

ámbito fundamental de la ley. sobre sus

limites en el tiempo y en el espacio. y

los principios y reglas elementales para

la interpretación de la ley procesal. Se

opone a la absorción de esas normas

por el código civil fundado en la auto-

nomia del derecho procesal civil y en la

exigencia de ordenación coherente de las

realidades judiciales. El ámbito distinto



de la costumbre en materia civil y en

materia procesal, el distinto cómputo de
las unidades de tiempo, la diversa regu-
lación de las nulidades de los actos son,

a su juicio, mojones en la escisión de
ambas materias que vedan su identifica-
ción.

Una vez más se puede apreciar la in-

fluencia de la doctrina germónica en la

parte general que propone el profesor
Cuasp. Reserva para ella la normación
de los conceptos generales del derecho

procesal civil, es decir, de las figuras co«

munes a cualquiera de los tipos de pro-
ceso que merecen un previo estudio con

abstracción de las disciplinas particula-
res en que empiricamente se realizan.

Estructura dicha parte general con el
análisis de los requisitos, del contenido

y de los efectos del proceso, y sistema-
tin sus conclusiones en cinco capítulos:
sujetos del proceso, objeto del proceso,
actos del proceso. nacimiento, desarrollo
y terminación del proceso y electos del
proceso. En dichos rubros propone la

regulación de la jurisdicción y compe-
tencia, de la actuación del ministerio

público y la capacidad, legitimación,
representación y patrocinio (postulación)
de partes, su comparecencia y rebel-
día y las delicadas cuestiones que plan-
tea la pluralidad de partes; en cuanto

al objeto del proceso afirma la necesidad
de estudiar el concepto, clases y régimen
jurídico de la acción y su sustancia-
ción y valoración además de la oposición
procesal, sus clases y régimen jurídico;
con relación a la pluralidad de objetos
propone legislar las diversas figuras de
la acumulación. En la materia de los
actos del proceso estima oportuno regu-
lar los requisitos (aptitud, voluntad, po-
sibilidad, idoneidad, causa, lugar, tiem-
po y forma) y los efectos de los actos

(eficacia normal y anormal, invalidez o

irregularidad), además de la pluralidad
de actos. En el capítulo siguiente incluyo
el estudio de la demanda y de las alega-
ciones, de las pruebas, el embargo y la
realización femsa, además de los demás
problemas de ordenación del proceso, y
finalmente la sentencia y la extinción
del proceso (por renuncia, desistimiento.
allanamiento, convenio o caducidad de la
instancia). En torno a los electos del
proceso propone examinar la cosa juz-
gada formal y material, la ejecutabilidad
y las costas, su exención y el beneficio
de pobreza.

La segunda parte trata del régimen ju-
rídico de los procesos de cognición, en-

tre los que propone regular el proceso
ordinario como modelo o ejemplo común
y los procesos sumarios, en los que dis-

tingue dos tipos radicalmente diferentes:
los procesos sumarios por razones de bre-
vedad y los procesos sumarios por razon-

nes de Iehaciencia: denomina al primero
cuantitativo (cuestiones que no merecen

llevarse al proceso ordinario) y al se-

gundo cualitativo (cuestiones que nacen

de título fehaciente o privilegiado), con

lo que otorga calificación científica al
actual juicio ejecutivo.

Los procesos de ejecución ocupan la

tercera parte de la ponencia. El autor

llama la atención sobre esta materia, a la

que considera escasamente conocida y

mal legislada, y propone la ordenación

sistemática de la misma; distingue dos

tipos fundamentales: la ejecución ordi-

naria y la ejecución extraordinaria; la

primera es la expropiativa (vía de apre-

mio) en la que el ejecutante pretende
una suma de dinero, y la segunda com-

prende dos subtipos que se refieren a

aquellos juicios donde el ejecutante per-

sigue la entrega de una cosa distinta del

dinero (satisfactiva) y aquellos donde el

ejecutante persigue un hacer y un desha-

cer forzoso a cargo del juez (transfor-
mativa). Finalmente, se refiere a los pro-

cesos de ejecución general en los que

trata los procesos concursales. civiles o

comerciales.

La última parte estudia diversos pro-

cesos especiales. mprende entre ellos

a los procesos por estado de las perso-

nas, el proceso monitorio, el proceso cau-

telar, los procesos de impugnación por

reposición de partes, del rebelde o de

tercero. la apelación y la revision.

Aunque el apéndice se refiere a la ju-
discción voluntaria la ponencia considera

que ella no debe ser incorporada al sis-

tema de la ley. Sin embargo, propone

algunos criterios para su regulaciónen

el supuesto de que se admita su incor-

poración.

El trabajo termina con la transcripl

ción de las conclusiones aprobadas en

el congreso, que, en gran parte, aceptan

las proposiciones del autor.

Fernando M. Morduchowicz.
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